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Resumen
El presente artículo analiza la política de 
prevención del delito implementada durante 
la administración del presidente mexicano 
Enrique Peña Nieto (2012-2018). Se utilizan 
las teorías del nuevo institucionalismo y de las  
fallas de gobierno para argumentar que  
la falta de resultados en la política de segu-
ridad en el país en dicho sexenio se debió a 
tres factores fundamentales: los problemas 
inherentes al suministro burocrático, los 
problemas de implementación y la descen-
tralización política en el país. Se concluye 
que dicha falta de resultados evidenció, por 
un lado, la cooperación de los Gobiernos 
subnacionales en políticas prioritarias del 
Gobierno central, como la aprobación de las 
llamadas reformas estructurales, y por otro, la 
poca coordinación de los distintos niveles 
de gobierno ante la violencia e inseguridad, 
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Abstract
This article analyzes the crime prevention 
policy during the administration of Mexican 
President Enrique Peña Nieto (2012-2018). 
Theories of New Institutionalism and 
Failures of Government are used to argue 
that the lack of results in the sexennium 
about the security policy was due to three 
fundamental factors: The problems inherent 
to the bureaucratic supply, the problems of 
implementation, and the political decentra-
lization in the country. The conclusions are 
that such lack of results shows, on the one 
hand, the cooperation of subnational gover-
nments in priority policies of the central 
government, such as the approval of the so 
called structural reforms and, on the other, 
the lack of coordination about violence and 
insecurity, problems that ended up atomized 
at the end of the period.

Keywords: Public security, public policy, 
prevention of crime, New Institutionalism, 

Failures of Government.
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Introducción1

Este artículo analiza la estrategia de seguridad diseñada 
e instrumentada por la administración del presidente mexi-

investigación cuya pregunta fue ¿por qué si la política de  
seguridad 2012-2018 planteó un enfoque diferente al  
de la administración federal antecesora, esta vez basado en 
la prevención del delito, dicha nueva política no logró los 
objetivos planteados, y en cambio se dio en el país una ato-

peñanietista? 
Como hipótesis, se planteó que la política de prevención 

de la administración de Peña Nieto arrancó con fuerza al 
inicio de su gestión, pero luego se debilitó por los llamados 
problemas inherentes al suministro burocrático -
mente, se llevaron a cabo cuatro cambios del responsable 
de la política de prevención en el país, todos con distintos 

problemas de implementa-
ción, sumados al contexto de descentralización política en 
el territorio que se manifestó en la falta de presencia del 
Estado en diversas entidades federativas, cuyos gobernado-
res, conscientes de la fragmentación del poder político, deja-
ron que el costo de la inseguridad en sus demarcaciones lo 
asumieran el Gobierno federal y la sociedad. En este mismo 
contexto, los intereses particulares del Gobierno federal 
2012-2018 se concentraron en la aprobación e implemen-
tación de las reformas estructurales en materia económica. 

1. Se extiende un agradecimiento por su valioso apoyo a las estudiantes de la 
Licenciatura en Administración Pública y Ciencia Política de la Universidad Autó-
noma de Baja California,  Alejandrina Oropeza Noriega y Jocelyn Hopper Andrade, 
para la realización de este artículo. La primera colaboró en su calidad de becaria 
del Programa para el Desarrollo Profesional Docente (PRODEP) y la segunda como 
prestadora de servicio social, junto al estudiante de la Licenciatura en Sociología 
por la misma universidad, Humberto Yañez Ruiz.    
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Para la comprobación de la hipótesis antes señalada, el 
estudio se construyó sobre un modelo explicativo. 

El presente artículo se divide en tres apartados. En 
el primero, se presentan los referentes de las teorías del 
nuevo institucionalismo y de las fallas de gobierno. Estas 
teorías permiten analizar el diseño e implementación de 
una política pública, asumiéndola como una institución en 
la cual intervienen diversos actores que impactan en sus 
resultados a corto y largo plazo. En el segundo y el tercer 
apartado, se analiza el contexto político en el que se diseñó 
el Programa Nacional para la Prevención Social de la Vio-

PNPSVD

al suministro burocrático y de implementación. En el cuarto 
y quinto apartado, y considerando los tres anteriores, se 
explica por qué la descentralización es una variable que 
ayuda a comprender que cuando una política pública no 
tiene bases sólidas, aunada a intereses particulares, ter-
mina fragmentada en sus objetivos y da espacios para que 

las conclusiones.
La investigación se respalda con datos del Secretariado 

Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública 
SESNSP -

Percepción de Inseguridad Ciudadana en México, del Ins-
INEGI

1. El nuevo institucionalismo y las fallas  
de gobierno en las políticas públicas
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para entender que el objetivo de las políticas públicas es 
mejorar la toma de decisiones en el ámbito de lo público, 
previa generación de información con base en diagnósticos 
y análisis de factibilidad. De esta manera, ante problemas 
que surgen en los contextos sociales, económicos y políticos, 
una política pública generalmente constituye la respuesta 
a una demanda social. Por otro lado, también puede ser la 
anticipación de las autoridades gubernamentales para aten-
der y desactivar posibles problemas sociales que podrían 
detonar en el futuro de un modo más peligroso. Esto no 
quiere decir, no obstante, que a veces las políticas mismas 

de actividades de las instituciones de Gobierno, actuando 
directamente o a través de agentes, y que van dirigidas 

ciudadanos”. Para que una política sea considerada como 
pública, debe haber sido generada en el marco de los proce-
dimientos, instituciones y organizaciones gubernamentales. 
Esto quiere decir que se trata de estrategias de actuación 

-
ñan un papel clave, aunque la participación de las mismas 
no sea exclusiva. Lo anterior se menciona porque muchas 
políticas son implementadas con colaboración o a través 

También es importante señalar que cuando no se alcan-
zan los objetivos de la política pública, es inevitable cues-
tionar ¿por qué fallan las políticas y por qué pareciera que 
los Gobiernos, ante ciertos problemas públicos, quedan 
cortos en su capacidad de respuesta? Como réplica a este 
interrogante, se pueden señalar dos perspectivas que se 
relacionan entre sí. La primera tiene que ver con la teoría 
clásica sobre lo que son las políticas públicas, y la segunda 
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retoma lo anterior pero desde el enfoque del nuevo institu-
cionalismo y de las fallas de gobierno. 

La primera perspectiva, retomando a Lindblom y Par-
sons, plantea que los decisores tienen poco control de su 
entorno, por lo que deben realizar análisis marginales a 
partir de alternativas mínimas. De esta forma, el decisor 
selecciona la política que ofrece un incremento de valor 
marginal respecto a las políticas previas o a las políticas 

de este proceso, es necesario considerar las elecciones, las 
burocracias, los partidos, los políticos y los grupos de interés 
que estructuran y distorsionan el proceso de las políticas 

En cuanto a la segunda perspectiva, el nuevo institucio-
nalismo como herramienta de análisis hace hincapié no sólo  
en los atributos formales de las instituciones, sino también en  
la distribución informal del poder, en las actitudes y en el 
comportamiento político, es decir, sugiere colocar la mirada 
en los deseos y comportamientos concretos, observables, de 

Desde este enfoque, se destaca la importancia de la racio-
nalidad individual, limitada en general por un conjunto de 
instituciones que permiten obtener la mayor rentabilidad 

institución, y de acuerdo 

[…] las reglas del juego de una sociedad o, más formalmente, son las 
limitaciones ideadas por el hombre que dan forma a la interacción 
humana. Por consiguiente, estructuran incentivos en el intercambio 
humano, sea político, social o económico. Las instituciones reducen la 
incertidumbre por el hecho de que proporcionan una estructura a la vida  
diaria. (pp. 13-14)
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Al mismo tiempo, uno de los grandes aportes del nuevo 
institucionalismo aplicado al estudio de las instituciones es 

reglas, pues permite entender la búsqueda de la maximi-
zación de la rentabilidad por parte de los individuos. Esto 
se logra considerando a una institución como un contexto 
estratégico. De esta manera, un grupo de agentes o indivi-
duos dentro de la estructura gubernamental puede diseñar 

-

opuestas a las iniciales en el proyecto. 

individuos forman parte de los colectivos, pero también 
buscan obtener sus objetivos mediante el establecimiento 
de sus propias estrategias y decisiones. En palabras de 

-
sables de la determinación de la acción del grupo, así como  

 
la creencia de que los individuos poseen bondad innata al 
momento de tomar decisiones, o que los acuerdos son pro-

Todos estos aportes ayudan a entender la trayectoria que 
toman las políticas públicas, y sobre todo aquello que Par-

del Gobierno están subordinadas por el cúmulo de intereses, 

sociedad. Los actores como los partidos políticos, las aso-
ciaciones empresariales, de trabajadores y demás formas 
de organización política emergen como instancias de nego-
ciación de intereses individuales, en un escenario en donde 
el Gobierno también participa. 

Este panorama también ha sido expuesto por Agudo San-
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sociales las que realmente sostienen a los modelos de las 
políticas, aun cuando se asuma que los segundos generan 
las primeras. El mismo autor engloba lo ya expuesto, y 
plantea que las diversas etapas del proceso de formulación 
y evaluación de las políticas públicas pueden interpretarse 
entonces como un campo político constituido por la con-
frontación entre individuos y grupos que actúan desde sus 

Por tal motivo, cuando el Gobierno falla en la resolución 
de los problemas, se tiene que observar lo antes expuesto, 
así como el diseño de las políticas y el contexto sociopolítico. 

fallas de Gobierno

públicas: problemas inherentes al suministro burocrático, 
problemas inherentes a la descentralización y el problema 
de la implementación.

Por problemas inherentes al suministro burocrático se 
entiende a los vinculados con labores que los Gobiernos a 
menudo realizan –por ejemplo, la instrumentación de leyes o 
reformas– para hacer frente a una serie de problemáticas. Los 
encargados de implementar las políticas, a diferencia de lo  
que sucede en las empresas privadas, no requieren pasar 

que sus acciones persiguen depende en gran medida de la 
diligencia y las motivaciones de los representantes. En otras 
palabras, la propia naturaleza de los organismos públicos 

Al referirse a los problemas de la implementación, los 
autores plantean que no sólo por el hecho de diseñar una 
política pública esta siempre logrará los resultados previs-
tos. En este sentido, se argumenta que una política basada 
en una teoría incorrecta puede producir consecuencias 
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para una correcta implementación. 
Lo anterior se debe a que los Gobiernos centrales deben 

-
zación de las acciones. Aun cuando el Gobierno central goza 
de autoridad nominal sobre las unidades gubernamentales 
de nivel inferior, se enfrenta al problema de la vigilancia de 
las múltiples jurisdicciones, que pueden tener sus propios 
intereses. Asimismo, la implementación de políticas que 
requieren la cooperación de los Gobiernos de nivel inferior 
se vuelve aún más difícil cuando los centrales no tienen la 

inducir a la cooperación con éxito, el Gobierno central debe 
-

En lo referente a los problemas inherentes a la descen-
tralización, se expone que para instrumentar políticas hay 
que considerar que existen ramas separadas e indepen-
dientes del Gobierno –Poderes Ejecutivos, Legislativos y 
Judiciales–. Además, algunas funciones son ejercidas por 
el Gobierno central y otras son reservadas a los Gobiernos 
estatales y locales. Asimismo, dentro de las ramas ejecutivas 
de estos distintos niveles de gobierno, los actores públicos, 
por ejemplo los gobernadores, a menudo disfrutan de una 
discreción considerable sobre la política y la administración 

Los componentes expuestos también se relacionan con la 
the shadow 

of hierarchy. Esto quiere decir que el Gobierno central tiene 
que delegar autoridad a diversos actores sociales –en los 
que se incluye a los Gobiernos subnacionales– y redes que 
intervienen en las políticas públicas. No obstante, cuando 
los objetivos de las políticas públicas se desvían, el Estado 
debería tener la jerarquía para retomar el control y la cen-
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tralización de la implementación de las mismas. Dicho esto, 

federales el proceso de mantener la jerarquía del Estado se 
complejiza debido a que los Gobiernos subnacionales apelan 
a la autonomía.

decir, que los analistas de políticas públicas han dejado de 
lado los grandes cambios que está sufriendo la democracia y 
el impacto de esto para las políticas mismas. Por esta razón, 
la descentralización es una variable que invita a ser consi-
derada cuando se analizan políticas públicas. Como señalan 

-

arraigadas, y mucho menos en Estados que han transitado 
a la democracia y han pasado por un proceso de descentra-
lización política, como es el caso de México.

2. Diseño y fallas de la prevención social  
de la violencia y la delincuencia

Después de las elecciones presidenciales de 2012 en 
México, el ganador de la contienda, el candidato de la coa-

PRI
PVEM

Nieto, dejó clara, al menos en el discurso, la postura que 
tomaría su estrategia de seguridad, que buscaría establecer 
distancia con respecto a la administración de su antecesor, 

En una entrevista con The Washington Post, Peña Nieto 
-

bre próximo, el nuevo mandatario no medirá el éxito por el 
-
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son populares entre funcionarios de la DEA o en el Congreso 

tendría un cambio realmente radical respecto a la estrategia 
presentada por su antecesor Calderón. La diferencia estaría 
en la reducción de la violencia a través de la prevención del 
delito. En el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, una 
de las metas se nombró México en Paz, y mediante ella se 
atendería la prevención del delito como uno de los problemas 

recuperar la paz y la tranquilidad de las familias mexicanas. 
En particular, disminuir los indicadores relacionados con 

Una de las ventajas de esta estrategia estaría en la 
coordinación, esto considerando que uno de los reclamos 
del expresidente Calderón fue la falta de apoyo de todos 
los agentes en cuanto a su involucramiento para el cum-
plimiento de las reglas creadas para combatir al crimen 

Peña Nieto mencionó que en su Gobierno habría coordina-
ción entre fuerzas federales y Gobiernos estatales, así como 
que las instituciones de seguridad no competirían entre 

Este discurso de coordinación era posible debido a que 
el PRI, después de la elección federal de 2012, mantenía el  

-

su coalición con el PVEM, en el Congreso de la Unión: en la 
Cámara de Diputados, el PRI obtuvo en 2012 el 43% de los 
escaños y el PVEM -
mismo, en la Cámara de Senadores, el PRI obtuvo el 42% y 
el PVEM
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Este escenario político también favoreció la retórica conci-
liadora del Ejecutivo federal, quien puso de lado el tema de 
la inseguridad para favorecer la negociación –con el Poder 
Legislativo y los Gobiernos subnacionales– de la aprobación 
de las llamadas reformas estructurales: reforma energé-
tica, reforma en materia de telecomunicaciones, reforma 
en competencia económica, reforma financiera, refor- 
ma hacendaria, reforma laboral, reforma educativa, reforma 
político-electoral y reforma en materia de transparencia.2 

Es importante señalar que el resultado del uso de estas 
tácticas retóricas, en un primer momento, fue políticamente 

2012, la aprobación del presidente fue de 53% y para 2013 

internacional por los cambios estructurales realizados por 
la administración que iniciaba.3 

En este contexto, la política de seguridad 2012-2018 se 
basó en diez estrategias con las cuales, de acuerdo con el 
propio Gobierno federal, se lograría recuperar la paz entre 

2. El 2 de diciembre de 2012, el llamado Pacto por México

negociación y aprobación de cada una de las reformas estructurales señaladas.
3. En 2014, la revista Time dedico su portada internacional al presidente Enrique 
Peña Nieto, bajo el titular “Salvando México”.
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3. Programa Nacional para la Prevención  
Social de la Violencia y Delincuencia 

Como se dijo, la política de seguridad para el periodo 
peñanietista tendría como base la prevención del delito, lo 
cual se materializó en el PNPSVD. En el mismo sentido, el pre-

el delito no sólo se combate con la fuerza. Es imprescindible 
que el Estado emprenda un esfuerzo integral para recons-

Así, el PNPSVD -

reducir la vulnerabilidad ante la violencia y la delincuencia 
-

El plan se elaboró con base en una subcategoría del 
concepto de seguridad humana, es decir, la seguridad 
ciudadana. Desde este enfoque, se buscó la participación 
ciudadana en la construcción de ambientes seguros a través 
de la prevención, además de entenderse la seguridad como 
un derecho humano que debe ser garantizado por el Estado 
pero que, a su vez, debe ser coproducido por todos los actores 

El diagnóstico del PNPSVD planteó seis factores de riesgo 
asociados a la violencia y delincuencia: individuales, 
familiares, grupales, educativos, comunitarios y sociales y 
culturales. De igual manera, se estableció trabajar sobre 

-
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Asimismo, los objetivos estarían focalizados en cincuenta 
y siete demarcaciones, las cuales, de acuerdo al PNPSVD, 
tenían

altas tasas delictivas y condiciones que constituyen factores de riesgo 
para el surgimiento o permanencia de distintos tipos de violencia, por 
lo que se requiere tanto la prevención de las causas como la atención 
de los efectos de las violencias y la delincuencia en el corto y mediano 
plazo. (Secretaría de Gobernación, 2013, p. 24)

No obstante, no todas las cincuenta y siete demarcaciones 
seleccionadas coincidieron con el criterio de la intervención 
focalizada, es decir, no todas tenían altas tasas delictivas y 
no imperiosamente estas constituían factores de riesgo para 
el surgimiento de distintos tipos de violencia.

Lo anterior se menciona debido a que no se considera-
ron municipios, delegaciones o zonas metropolitanas que 
podrían haber sido focos de surgimiento de algún tipo de 
violencia. Por ejemplo, se puede señalar que quedaron fuera 
un gran número de municipios del estado de Michoacán que 
sufrieron la confrontación de grupos de autodefensas y del 
crimen organizado. Tampoco se consideraron los municipios 
de Guerrero, lugar donde habían surgido las autodefensas 
durante la administración del presidente Felipe Calderón.

Lo señalado hace patente los problemas metodológicos de 
las bases del PNPSVD. Por ejemplo, del estado de Chihuahua, 
se seleccionaron los municipios de Chihuahua y Juárez, 
pero no se consideró la información que la Segob emitió el 

tenía nueve municipios con mayor ambiente de violencia: 
Aldama, Allende, Bocoyna, Camargo, Cusihuiriachi, Juli-

Diario 
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Blanco en Quintana Roo en lugar de Chalco en el Estado 
de México, cuando el primero tuvo una cifra de novecientas 
noventa y una defunciones en 2012 y Chalco en el mismo año 

es el tamaño poblacional: Chalco cuenta con 310 130 habi-

4

Un caso más fue la selección de Mérida, Yucatán, como 
una de las demarcaciones prioritarias, mientras no se con-
sideraron municipios de Michoacán como Buenavista. Esto 

-
ONU

De igual manera, se dio el caso de demarcaciones con 
características similares y que fueron elegidas una por 
encima de otra, como pasó con la elección de Calpulalpan, 
Tlaxcala, por encima de Buenavista, Michoacán: la primera 
registró doscientas treinta y siete muertes en 2012, mien-

en cuanto a su tamaño poblacional, en 2014 Calpulalpan 
contaba con 44 807 habitantes y Buenavista con 42 234 

nivel entidad federativa, en el mismo año de 2014, Tlaxcala 
registró trescientos sesenta homicidios y siete secuestros, 
mientras que Michoacán tuvo 2 365 homicidios y ochenta y 

-

4. Además de esto, el 28 de mayo de 2015, Policía Federal, Ejército y Marina, en 
coordinación con las autoridades de la Ciudad de México, tuvieron que iniciar un 
operativo en Tláhuac y Chalco para combatir los delitos de alto impacto (secues-
tros, extorsiones, robos, homicidios y violaciones) (Ruiz, 2015).
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4. Los problemas inherentes al suministro  
burocrático y de implementación

Lo expuesto conlleva analizar y explicar por qué los obje-
tivos en torno a seguridad no se alcanzaron al término de la 
administración de Peña Nieto. Como se planteó en la hipó-

 
suministro burocrático y de implementación, sobre todo  
al considerar que el Gobierno peñanietista partió de un 
diagnóstico y de la experiencia del Gobierno federal previo. 

política mediática puede desalentar la cuidadosa evaluación 
de alternativas al problema que se busca resolver. Esto se 
señala porque la propuesta inicial del Ejecutivo federal de 
Peña Nieto fue, como se dijo antes, resolver el problema de la  
inseguridad atendiendo y reconstruyendo el tejido social.

Para llevar a cabo el objetivo de la prevención social de la 
violencia, en 2013 se creó la Subsecretaría de Prevención y 
Participación Ciudadana, institución encargada de imple-
mentar el PNPSVD, que a su vez necesitaba de la coordina-
ción de los tres órdenes de gobierno para atender el tejido 
social de las demarcaciones seleccionadas en el plan. No 

-
ción federal, el PNPSVD y la misma subsecretaría encargada 
dejaran de tener relevancia en la agenda de gobierno evi-
denció dos fallas de la política implementada, vinculadas 
a los problemas inherentes al suministro burocrático y de 
implementación. 

La primera falla se relaciona con los errores en la metodo-
logía, ya antes señalados, sobre la que se creó el programa 
emblema de la política de seguridad del periodo presidencial 
en cuestión. En otras palabras, al buscar abarcar todo el 
país, se dejaron de lado entidades federativas que reque-
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rían de intervenciones prioritarias en toda su extensión 

en algunas de sus demarcaciones.
Como segunda falla, y desde los referentes teóricos del 

nuevo institucionalismo, se ubica el factor político. Esto se 
menciona debido a que, como señalan Acemoglu y Robinson 

son las instituciones políticas las que determinan cómo funciona el 
proceso político. Por ejemplo, las instituciones políticas de una nación 
determinan la capacidad de los ciudadanos de controlar a los políticos 

son agentes de los ciudadanos, o si son capaces de abusar del poder 
que se les confía […] y seguir sus objetivos personales en detrimento 
de los ciudadanos.

En el caso del PNPSVD -
taría de Prevención y Participación Ciudadana tuvo cuatro 

Campa Cifrían, no necesariamente estuvo relacionado a 
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secuestradores.

Alberto Begné 
Guerra 

Abogado y académico. Exdirigente del Partido Social 
Demócrata. 

José Luis 
Stein Velasco 
González

Extitular de Coordinación Ejecutiva de la Secretaría 
de Educación Pública y extitular de la Unidad de 
Asuntos Internacionales de la Secretaría del Trabajo y 
Previsión Social.

Fuente: elaboración propia.

Dicho esto, y también desde el nuevo institucionalismo, la 
creación de la subsecretaría, como un contexto estratégico, 
respondió más a intereses particulares de quienes contro-
laban el poder político que al hecho de buscar consolidar los 
objetivos que se perseguían con el PNPSVD. En otras palabras, 
los nombramientos se debieron más a coyunturas políticas 
que a la búsqueda de fortaleza para la prevención social 
del delito.5 

5. En 2015, Roberto Campa Cifrián fue nombrado secretario del Trabajo y en su 
lugar llegó Arturo Escobar y Vega, quien a la postre presentaría su renuncia. Cuando 
el presidente de la república sustituyó al secretario de Gobernación Miguel Ángel 
Osorio Chong, nombró en su lugar a Alfonso Navarrete Prida, quien llevó a cabo 
dieciocho cambios en toda la institución, incluida la Subsecretaría de Participación 
y Prevención Ciudadana. 
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Por ejemplo, el nombramiento de Arturo Escobar y Vega 
–miembro del PVEM y aliado del PRI en la elección presidencial 
de 2012– fue cuestionado por organizaciones civiles debido 

que la Fiscalía Especializada para la Atención de los Delitos 
FEPADE

Aunado a los problemas inherentes al suministro buro-

el hecho de que la subsecretaría quedó acéfala durante tres 
meses después de la renuncia de Arturo Escobar y Vega. 
Esto a su vez demostró el poco interés del Gobierno central 
para lograr los objetivos de la política pública de prevención. 

Asimismo, y desde la perspectiva teórica, lo sucedido se 
puede explicar considerando que los agentes encargados de 
implementar políticas, a diferencia de lo que sucede en las 
empresas privadas, no tienen controles de calidad o pruebas 
de mercado que les representen costos para sus propios 
intereses, como perder el cargo si no fueran alcanzados los 
objetivos de una política pública. 

Como se plantea en la hipótesis enunciada al inicio del 
artículo, el declive en la importancia del PNPSVD también se 
debió a los intereses particulares del Gobierno federal, el 
cual debió negociar, durante veinte meses al inicio del man-

en el Pacto por México. En dicho periodo, se requirió tiempo 
y negociación por parte del Ejecutivo federal con los demás 
agentes políticos, incluidos los Gobiernos estatales, tiempo 
durante el cual el PNPSVD fue reduciendo su presupuesto, lo 
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Fuente: elaboración propia con datos de Transparencia Presupuestaria 

 
No obstante, para el Gobierno federal entre 2012 y 2018, 
al menos en el discurso y particularmente al inicio de la 
administración, una política de prevención para recons-
truir el tejido social se alineaba con los intereses de dar a 
conocer en el plano internacional la agenda reformista del 

al crimen organizado[,] sino prevenir sus causas […] esa es 
la manera en que puede proyectar tanto a nivel nacional 
[como] internacional la percepción de seguridad[,] que es la 
manera en que nuestro Gobierno puede medir si está fun-

resolver un problema a través de una política pública puede 
quedar sólo en un decálogo de buenas intenciones si no se 
consideran la factibilidad presupuestal, socioeconómica, 
legal, social, política, ambiental y administrativa de las 
alternativas de acción.

El argumento teórico expuesto también se relaciona con 

plantean la complejidad que existe al analizar el impacto 
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de los programas de prevención de la violencia en países 

que la gran mayoría de los programas de prevención de la 
violencia no cuentan con evaluaciones de impacto, y mucho 

rigurosas que permitan emitir un juicio concluyente sobre 
ellos. En este mismo sentido, los autores exponen que la 
mayoría de las iniciativas en la región bajo estudio cuenta 
con auditorías y evaluaciones de implementación a menudo 
realizadas por el propio personal que ejecuta el programa. 

A lo dicho se suma la evaluabilidad reducida que tienen 
muchos programas por la falta de claridad de sus objetivos 
y componentes, esto debido a que se incluyen en los mismos 
un gran número de intervenciones de naturaleza diversa, 
de modo que hace difícil saber cuáles de ellas están provo-
cando qué impacto. Este fenómeno se aprecia no sólo a nivel 
macro, sino también a nivel micro, es decir, incluso en los 
casos minoritarios en que existen evaluaciones de impacto, 
los resultados no siempre son concluyentes, y a menudo 
existen controversias sobre el grado de éxito alcanzado.

En México, estas áreas de incertidumbre, aunadas al 
diseño institucional de programas como el PNPSVD, son lo 
que ha permitido rentabilizar políticamente la retórica 
gubernamental de la lucha contra la violencia e insegu-

no se puedan medir los impactos positivos del plan. Cabe 
señalar que este tipo de estrategias de rentabilización del 
diseño institucional de programas enfocados a atender 
problemas sociales ya se ha documentado con antelación. 

la relación positiva entre resultados electorales y el gasto 
-

camente respecto a los programas Nacional de Solidaridad 
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PRONASOL PROGRESA

Este tipo de escenarios, desde la perspectiva de Agudo 
PNPSVD. De 

PNPSVD

[…] no es reducir la violencia y el delito, sino ofrecer la prevención 
como pantalla cosmética que permite a socios y aliados transnacionales 
minimizar escrúpulos y presiones en sus transacciones con México; 
todo ello al tiempo que se distribuyen recursos públicos mediante el 
esquema legitimador de la apertura al sector de las organizaciones de 
la sociedad civil, cuya participación se celebra entonces como un logro. 
(Agudo Sanchíz, 2017, p. 298)

5. La descentralización democrática como variable para 
entender las fallas de la prevención social de la violencia  
y la delincuencia

Lo expuesto llevó a que los grandes objetivos que perse-
guía la prevención social de la violencia y la delincuencia 
durante la administración federal 2012-2018 no se alcanza-
ran, es decir, no se redujo la violencia, tampoco se recuperó 
la paz ni disminuyeron los homicidios, secuestros y extor-
siones. La falta de cumplimiento en las metas es evidente 

 
y 28 809 en los dos últimos años de Gobierno de Peña 

reducción presupuestal más pronunciada del PNPSVD, como 
se vio en la Figura 1. 
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Nota: cifras por cada 100 000 habitantes.
Fuente: elaboración propia con datos del Secretariado Ejecutivo del 

Además de las cifras hasta aquí descritas, debe considerarse 
que la percepción de inseguridad ciudadana en México 

lado, las mejores cifras de dicha percepción se generaron 
precisamente en los años en que la política de prevención 

Fuente: elaboración propia con datos Instituto Nacional de Estadística 
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Por otra parte, para 2017 el costo total de la inseguridad 
y el delito en hogares acumuló un monto de MXN 299.6 mil 

PIB
MXN 7 147.00 por persona 

-
ritarios de la política de seguridad de la administración 
federal de Peña Nieto no se alcanzaron. Además, es impor-
tante hacer hincapié en que los resultados evidenciaron 
una falla en la coordinación entre agentes encargados de la 
implementación de la política pública. Una consecuencia de  

 
de la administración, reconocida por la propia Segob el 30 de  
mayo de 2018:

Esa administración federal reconoce que, contrario a la tendencia 
positiva registrada en sus primeros años en torno a la disminución de 
diversos delitos cometidos, particularmente de manera violenta en 
el territorio nacional, el 2017 resultó con un crecimiento inusitado 
en índices delictivos de alto impacto en diversas regiones del país. Lo 
anterior generado en un contexto de debilitamiento de algunas estruc-
turas institucionales en distintos niveles de gobierno, sean municipales, 
estatales o incluso federal. (Jiménez y Rivera, 2018)

Por tal motivo, y retomando los factores que Franco Corzo 

política pública, es pertinente señalar que no puede verse 
la creación e implementación de las políticas públicas como 
un proceso separado del contexto democrático o del tipo y 
calidad de la democracia del Estado donde dichas políticas 
buscan resolver problemas. Por ejemplo, en México, sólo el 
16% de la población se siente satisfecha con la democracia, 
y considera que la delincuencia, la corrupción y la situación 

-
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La democracia es, entonces, un criterio fundamental para 
entender por qué se diseña cierto tipo de políticas públicas y 
qué resultados dan estas. En este sentido, y retomando los 
aportes teóricos ya señalados, en los procesos democráticos 
que se han dado en muchos países se asume que teniendo 
sistemas bipartidistas o pluralistas competitivos, con sufra-
gio universal y separación de poderes, se producirán en 
automático políticas públicas que sirvan a la democracia, 
pero estos fundamentos teóricos de las políticas públicas 

de naciones industrializadas occidentales –por ejemplo, 
Estados Unidos y México–, en las que se supondría que la 

En ese sentido, hay que agregar que el proceso de tran-
sición a la democracia que ha vivido México, aunado a la 
complejidad y el gran número de actores que intervienen 

de control que posee el gobernante sobre el aparato estatal 
y la sociedad que gobierna, considerando que la ejecución 
de las políticas requiere de una determinada intensidad  
y de recursos internos y externos de coerción o de consenso, 
para lograr penetrar al aparato gubernamental y después 

Lo antes dicho es a la vez el reto y el problema que 
trae aparejada la descentralización vivida en países como 

la complejidad y el alcance de los problemas públicos que 
enfrentan, razón por la que gran parte de la acción del 
Gobierno se lleva a cabo a través de legislación delegada 
en la burocracia y en agencias reguladoras.
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No obstante, cuando los objetivos de las políticas públicas 

tener la autoridad para retomar el control y centralizar la 
implementación de las políticas, como ya se había adelan-
tado. Los autores advierten, no obstante, que en los sistemas 
federales el mantenimiento de la jerarquía del Estado se 
complejiza porque los Gobiernos subnacionales, que dis-
frutan de una discreción considerable sobre la política y la 
administración, apelan a la autonomía. 

Por esto es que, desde el nuevo institucionalismo, se 
menciona que los individuos importan lo mismo que las 
reglas, o incluso más, pues garantizan su cumplimiento, lo 

los individuos sobre las instituciones, se está en realidad 
trayendo a colación que los intereses particulares general-
mente están por encima de los colectivos, como ya se esbozó. 
En este punto, se puede apreciar la dicotomía existente en 
el actuar de los agentes encargados de la implementación 
de políticas como el PNPSVD, sobre todo porque no todas las 

parecen tener el mismo grado de urgencia o los mismos 
costos en su instrumentación. 

bajo análisis ante la Conferencia Nacional de Gobernadores 

[…] Hace cinco años[,] durante mi primera participación en este foro[,] 
asumí el compromiso de trabajar junto con cada uno de los miembros 
de esta conferencia para promover una profunda transformación nacio-
nal[;] propuse en aquel momento impulsar un federalismo articulado 
que generara sinergias entre los tres órdenes de gobierno. El trabajo 
conjunto ha dado resultados, la agenda de las reformas estructurales que 
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llevamos a cabo no habría sido posible sin el respaldo de las principales 
fuerzas políticas representadas en el Congreso o sin el apoyo de los 
Gobiernos y de las legislaturas estatales. (Sánchez, 2018)

Es necesario señalar que la cooperación y la coordinación 
entre órdenes de gobierno funcionaron para la aprobación 

requerían mayor impulso, y por ende mayores costos por 
la urgencia de resultados, como las del PNPSVD, los agentes 
implementadores parecieron dejar de lado la retórica del 
federalismo articulado transmitida por el presidente y hacer 
que el Gobierno federal asumiera los costos políticos. 

La postura de los agentes, en este caso los gobernadores, 
también recuerda que con la descentralización política los 
Gobiernos subnacionales han obtenido capacidad para ejer-
cer el control político y económico de manera discrecional 
en sus territorios. Asimismo, el concepto de la descentra-
lización también se presenta cuando se observa cómo se 
ejecutaron las aportaciones y participaciones federales a 

Gobierno central induciría la cooperación mediante recom-
pensas que aseguren la participación de las administracio-
nes subnacionales en la instrumentación de las políticas 
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Fuente: elaboración propia con datos de Instituto Nacional de Estadística 
2019

Ahora bien, la acumulación del poder político y económico 
en los Gobiernos subnacionales durante el sexenio de 

seguridad en el país, y sí se dio al parejo de un aumento 
en el poder bélico de las organizaciones criminales contra 
el Estado mexicano. Esto, por un lado, mostró las fallas de 
gobierno y, por otro lado, la falta de institucionalización del 
orden y la pérdida territorial en varias entidades del país. 

Por ejemplo, en 2014 en el estado de Michoacán, ante 
el grado de urgencia y de ingobernabilidad ocasionado  
por el enfrentamiento entre el grupo criminal Los Caballeros 
Templarios y los grupos de autodefensas, el Gobierno federal 

-
sionado para la Seguridad y el Desarrollo Integral, Alfredo 

Dos ejemplos más: el 26 de septiembre de 2014, cuarenta 
y tres estudiantes de la escuela normal de Ayotzinapa, 
en Guerrero, fueron atacados por policías municipales de 
Iguala y Cocula, entregados al grupo criminal Guerreros 
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CJNG
una persecución en Jalisco, derribó un helicóptero de la 

oleada de ataques que incluyó narcobloqueos, enfrentamien-
tos e incendios de gasolineras y bancos en todo el estado.

teóricos –los problemas inherentes al suministro burocrático 
y a la implementación y la descentralización– a los que se 
enfrentó la política de prevención social de la violencia y 
delincuencia peñanietista, pero el problema de la descentra-
lización y las complejidades que trajo aparejadas no sólo se 
vincularon con la violencia y la inseguridad, sino también 
con la evidencia de intereses particulares que parecieron 
motivar a los gobernadores. Así, durante el periodo 2012-
2018, fueron procesados al menos once exgobernadores6 
por los delitos de corrupción, lavado de dinero, fraude, 
asociación delictiva, delincuencia organizada, defraudación 

Dicho esto, las fallas de gobierno son entonces el ver-
dadero punto de partida para el reto de hacer frente a la 
inseguridad en el país, lo que se suma a la insatisfacción 
general con la implementación de las políticas públicas en 
la materia. 

Con el arribo del Gobierno federal sucesor de Peña Nieto, 

ha sido centralizar en un solo cuerpo de élite, la Guardia 
Nacional, el combate a la inseguridad, la violencia y las 
organizaciones criminales. De esta manera, la Guardia 
Nacional es el último recurso en materia de seguridad 

6. César Duarte (Chihuahua), Jesús Reyna (Michoacán), Guillermo Padrés (Sonora), 
Andrés Granier Melo (Tabasco), Javier Duarte de Ochoa (Veracruz), Eugenio 
Hernández Flores (Tamaulipas), Tomás Yarrington (Tamaulipas), Roberto Borge 
Angulo (Quintana Roo), Luis Armando Reynoso Femat (Aguascalientes), Flavino 
Ríos (Veracruz) y Rodrigo Medina (Nuevo León).
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pública del Estado para centralizar y recuperar el control 
territorial en zonas capturadas por el crimen organizado. 

dos problemas institucionales. El primero es que no se ha 
fortalecido la coordinación entre órdenes de gobierno ni se 
ha planteado el desarrollo y consolidación de las policías 
estatales y municipales, y en cambio sí se ha ejecutado la 
desaparición de instituciones como la Policía Federal. El 
segundo problema es que la Guardia Nacional muestra los 
retrocesos y claroscuros de la democracia mexicana en su 
búsqueda por brindar un adecuado Estado de derecho, lo cual 
ha ocasionado la legitimación social de medidas extraordi-
narias como la militarización de la seguridad pública.

De esta manera, puede decirse que la estrategia del 

la de centralizar el mando de la seguridad en una sola 
corporación. No obstante, los retos a corto y largo plazo 
para dicha nueva estrategia podrían ser más costosos, ello 
debido a que no queda claro el grado de responsabilidad de 
los agentes ejecutores, como los gobernadores, para actuar 
en contra de la violencia e inseguridad en sus estados. 

-
cación de las políticas […], si bien la descentralización es 
deseable, no es una esencial característica estructural del 

-

centralización del Estado, pero es fundamental comprender 
que un Estado debe tener la fortaleza institucional para 
involucrar a los agentes que intervienen en la implemen-
tación de políticas públicas.

Lo dicho hasta aquí ayuda a entender que el análisis de 
una política pública no puede reducirse únicamente a aspec-
tos metodológicos y técnicos. Es fundamental considerar el 
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nuevo panorama sociopolítico en México, sobre todo cuando 
este tipo de medidas se dan en contextos democráticos, es 
decir, que en gran medida tienen apoyo y legitimación de la 
sociedad. De ahí que se abran nuevas pautas de estudio que 
vinculen las consecuencias de la transición a la democracia 
en el diseño y ejecución de políticas públicas como el PNPSVD. 

Conclusiones

En el presente artículo, se analizó la estrategia principal 
de la política de seguridad del Gobierno encabezado por el 

en la prevención del delito. El estudio partió de interrogarse 
por qué si la política planteada por la administración federal 
peñanietista fue distinta a la de su antecesora, la violencia 
y la inseguridad se atomizaron en el país y se alcanzaron 
registros históricos en el nivel cualitativo de dicha violencia 

de seguridad, que tuvo como referente al PNPSVD, falló por 
los problemas inherentes al suministro burocrático, lo que 
conllevó problemas de implementación que a su vez se com-
plejizaron con el contexto de descentralización política que 
vive el país desde su democratización reciente. 

Los referentes teóricos del nuevo institucionalismo y de 
las fallas de gobierno fueron utilizados para respaldar los 
hallazgos y el análisis realizado, con miras a la comproba-
ción de la hipótesis de trabajo. Se expuso que una política 
pública es la respuesta del Estado a una demanda de la 
sociedad o su anticipación a un problema, pero que para 
tener resultados positivos de la misma se requiere que los 
individuos que controlan las instituciones converjan con  
los intereses y objetivos de la política en cuestión.

También se precisó cómo, no obstante, el comporta-
miento de los individuos termina siendo más determinante 
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PNPSVD, si bien 
inició impulsado por un presupuesto para cumplir con los 
objetivos, fue acusando una disminución en el mismo que 
evidenció que los intereses del Gobierno federal de Peña 
Nieto estaban en la agenda económica y no en reducir las 
causas de la violencia e inseguridad en el país. Aunado a 
esto, los cambios del titular de la Subsecretaría de Pre-
vención y Participación Ciudadana respondieron más a 
cuestiones políticas que a la búsqueda de fortalecimiento 
de los objetivos de la política de prevención que se estaba 
implementando. 

La consecuencia principal de estas fallas en la política fue 
el incremento de la violencia e inseguridad, así como una 
renuencia o desinterés por parte de los Gobiernos estatales 
para asumir la parte de responsabilidad que les correspon-
día para hacer frente al fenómeno delictivo. Este punto ha 
evidenciado un problema que ha venido aparejado con la 
llegada de la democracia, es decir, que los Gobiernos tienen 
que delegar funciones a los demás actores para cumplir con 
los objetivos de las políticas, lo cual, si se tiene un Estado 
frágil institucionalmente y con severas pérdidas del control 
territorial –como sucede en Guerrero, Michoacán, Guana-
juato, Veracruz y Tamaulipas–, hace complejo instrumentar 
una política pública integral en países como México. 

Por último, el análisis realizado demostró que el uso de 
estrategias retóricas por los instrumentadores de las polí-

aunque las consecuencias a largo plazo terminan siendo 
asumidas por el resto de la sociedad. 
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